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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / DEFINICIÓN Y PRESUPUESTOS / CALIFICACIÓN DE PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / CARGA PROBATORIA DEL DEMANDADO QUE EXPRESA HABER DADO RESPUESTA.
El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. (…)
A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015… en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción”…
Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario. (…)
La Corte Constitucional en la T-427-2018 limitó el marco normativo relacionado con el procedimiento para definir el estado de invalidez, siendo este:

 “Tratándose de enfermedades de origen común, como lo es la que se invoca por el actor, se tiene que una vez ocurrido el hecho generador del posible estado de invalidez, la EPS deberá emitir el concepto de rehabilitación, favorable o no, antes del día 120 y enviarlo antes del día 150 de incapacidad temporal al fondo de pensiones al que se encuentre afiliado el solicitante. Este último deberá iniciar el trámite, bien sea directamente –en el caso de Colpensiones en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida– o a través de las entidades aseguradoras que asumen el riesgo de invalidez –en el caso de las administradoras de pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad–“. (…)
De acuerdo con las pruebas que obran en el expediente, el demandante solicitó a Colpensiones la calificación de pérdida de capacidad laboral el 19 de julio de 2019; sin embargo, hasta la fecha la entidad no se ha pronunciado al respecto a pesar de que al dar respuesta a la acción indicó haber negado la petición y exponerle las razones de dicha decisión, lo cierto es que no obra prueba en el plenario que dé cuenta de tal afirmación, menos cuando afirma que al señor Valencia Osorio le fue reconocida la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez cuando ni siquiera ha arribado la edad mínima para pensionarse, pues en la actualidad cuenta con 59 años de edad.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, dieciséis de octubre de dos mil diecinueve
Acta N° 0         de 16 de octubre de 2019
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decir la impugnación formulada por COLPENSIONES contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el día 9 de septiembre de 2019, dentro de la acción de tutela que le promueve el señor JOSÉ IVÁN VALENCIA OSORIO.

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor José Iván Valencia Osorio que con ocasión a las multiples enfermedades que lo aquejan, mediante derecho de petición elevado ante Colpensiones el día 18 de julio de 2019, solicitó fuera calificada la pérdida de capacidad laboral, para lo cual aportó la totalidad de los documentos requeridos por la entidad; no obstante a la fecha de presentación de la acción, no le ha sido asignada la cita para la valoración por medicina laboral.
Refiere que la omisión en que ha incurrido Colpensiones en dar trámite a su solicitud vulnera sus derechos fundamentales a la salud, a la vida, a la seguridad social, al mínimo vital y al debido proceso y por tal razón solicita su protección y como consecuencia se proceda a efectuar la valoración pertinente.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla, corrió traslado a Colpensiones por el término de dos días, para que ejerciera su derecho de defensa.

En término, Colpensiones dio respuesta a la acción haciendo notar la improcedencia de la acción de tutela para solicitar la calificación laboral, pues estima que para tal propósito fueron previstos los mecanismos ordinarios de defensa, a los cuales puede acudir el actor, pues no se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable que permita abordar el asunto por esta vía.

Refiere respecto a la calificación de invalidez  que el proveedor de los servicios de salud CODESS, es el encargado de este procedimiento y se aplica a los afiliados que tienen concepto de rehabilitación no favorable o desfavorable expedido por su EPS o que teniendo concepto de rehabilitación favorable se haya postergado la calificación por el término de 360 días calendario.

Frente al caso concreto señaló que el actor no es susceptible de ser calificado toda vez que en sus aplicativos se reporta el reconocimiento y pago a su favor de la indemnización sustitutiva de vejez, lo cual es incompatible con el trámite que persigue.

Por otro lado, destaca que la respuesta que sobre el particular brindó al reclamante, debe ser controvertida a través de los procedimientos administrativos y judiciales dispuestos por el legislador, ya que no se presentan los presupuestos legales y jurisprudenciales para que el juez constitucional defina el asunto.
Llegado el día del fallo, el juzgado de conocimiento amparó los derechos fundamentales al debido proceso y a la Seguridad Social del señor Valencia Osorio, al verificar que Colpensiones, sin ninguna justificación ha demorado el trámite de la calificación de la pérdida de capacidad laboral solicitada por aquél, lo que impide la definición de prestaciones derivadas de la seguridad social.
En consecuencia, ordenó a la entidad realizar los trámites necesarios para que se lleve a cabo la valoración por el área de medicina laboral.

Así mismo dispuso que de requerir nuevas valoraciones emita las órdenes correspondientes para que sean realizadas de manera pronta y oportuna por la parte de la EPS a la que se encuentre afiliada el actor.
Inconforme con la decisión, la entidad accionada la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de pronunciarse sobre el libelo inicial.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para ordenar a Colpensiones iniciar el trámite para calificar la pérdida de capacidad laboral de un afiliado?

Antes de abordar el interrogante formulado, cabe recordar que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

2. DEL PROCEDIMIENTO PARA DEFINIR EL  ESTADO DE INVALIDEZ.

El decreto 019 de 2012, en su artículo 142, determinó las autoridades responsables de establecer la pérdida de capacidad laboral.  El mentado artículo señala lo siguiente. 

“El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 52 de la Ley 962 de 2005, quedará así:

"Artículo 41.Calificación del Estado de Invalidez. El estado de invalidez será determinado de conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para la calificación de invalidez vigente a la fecha de calificación. Este manual será expedido por el Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar la imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS, determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de invalidez y el origen de estas contingencias. 

La Corte Constitucional en la T-427-2018 limitó el marco normativo relacionado con el procedimiento para definir el estado de invalidez, siendo este:

 “4.6.3. Tratándose de enfermedades de origen común, como lo es la que se invoca por el actor, se tiene que una vez ocurrido el hecho generador del posible estado de invalidez, la EPS deberá emitir el concepto de rehabilitación, favorable o no, antes del día 120 y enviarlo antes del día 150 de incapacidad temporal al fondo de pensiones al que se encuentre afiliado el solicitante. Este último deberá iniciar el trámite, bien sea directamente –en el caso de Colpensiones en el Régimen de Prima Media con Prestación Definida– o a través de las entidades aseguradoras que asumen el riesgo de invalidez –en el caso de las administradoras de pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad–.

 

Agotada la primera valoración, el inciso 2 del artículo 41 de la Ley 100 de 1993, establece que si el interesado no está de acuerdo con la calificación realizada, dentro de los cinco días siguientes a la manifestación que hiciere sobre su inconformidad, podrá acudir a las Juntas de Calificación de Invalidez del orden regional, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional.”

3. CASO CONCRETO

En el presente asunto, pretende el actor que a través de éste mecanismo excepcional se ordene a Colpensiones que se programe fecha  y hora para que se lleva a cabo la valoración de la pérdida de capacidad laboral.

De acuerdo con las pruebas que obran en el expediente,  el demandante solicitó a Colpensiones la calificación de pérdida de capacidad laboral el 19 de julio de 2019; sin embargo, hasta la fecha la entidad no se ha pronunciado al respecto a pesar de que al dar respuesta a la acción indicó haber negado la petición y exponerle las razones de dicha decisión, lo cierto es que no obra prueba en el plenario que dé cuenta de tal afirmación, menos cuando afirma que al señor Valencia Osorio le fue reconocida la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez cuando ni siquiera ha arribado la edad mínima para pensionarse, pues en la actualidad cuenta con 59 años de edad – fl 6.

Cómo puede observarse, el accionante presentó la petición de calificación de invalidez a Colpensiones desde hace más de dos meses, sin que en ese lapso se haya pronunciado, situación que por sí sola vulnera el derecho de petición.

Ahora bien, no puede en este estado la Sala avalar la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y la seguridad social del actor, toda vez que no hay evidencia en el plenario que se haya agotado el trámite señalado en la parte considerativa de este proveído y/o que en efecto cuente con la totalidad de los documentos requeridos para iniciar el proceso de calificación, como lo afirma el actor en el libelo inicial, pues como viene de verse Colpensiones no se ha pronunciado sobre la solicitud y existe la posibilidad de que se requieran exámenes diagnósticos y más valoraciones antes de citar al paciente a la primera valoración.

En ese orden de ideas, los ordinales primero y segundo de la providencia recurrida serán modificados para amparar el derecho fundamental de petición y ordenar a Colpensiones dar respuesta a la solicitud de pérdida de capacidad laboral elevada por el señor José Iván Valencia Osorio el 19 de julio de 2019. En consecuencia el ordinal tercero será revocado.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE

PRIMERO.- MODIFICAR los ordinales PRIMERO y SEGUNDO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el día 9 de septiembre de 2019, los cuales quedarán así:
PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición del cual es titular el señor JOSÉ IVÁN VALENCIA OSORIO.
SEGUNDO: ORDENAR a la doctora PAOLA ANDREA RIVERA PENAGOS, Directora de Administración de Solicitudes y PQRS de Colpensiones, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación que se le haga de este proveído proceda a dar respuesta a la solicitud elevada por el señor José Iván Valencia Osorio el 19 de julio de 2019.
SEGUNDO.- NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
TERCERO.- REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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